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1. La ejecución de las sentencias de condena penales

1.1.  Naturaleza jurisdiccional de la ejecución penal


Como por ejemplo detenidamente ha señalado en Uruguay Jorge VEIRAS[footnoteRef:2], desde muy larga data se ha discutido en la Doctrina acerca de la naturaleza de la actividad de ejecución de las sentencias penales de condena. [2:  VEIRAS, Jorge, “Ejecución de la sentencia penal”, en Curso sobre el Nuevo Código del Proceso Penal de AAVV coordinado por Alejandro ABAL OLIÚ, vol. 2, 2da. ed., F.C.U., Montevideo, 2021, págs.. 451 y sigts.  ] 

Tradicionalmente se ha dicho que dicha ejecución constituye una actividad esencialmente administrativa -principalmente cuando se trata de la ejecución de penas privativas de libertad- dado que su cumplimiento se obtiene a través de la intervención de funcionarios en ejercicio de dicha función administrativa y en locaciones (establecimiento de reclusión) dependientes de la Administración.
Empero, en la segunda mitad del siglo XX y más bien a fines del mismo, se fue extendiendo la concepción que sostiene la prevalencia de la actividad jurisdiccional en la ejecución de las sentencias penales de condena.
Se trata de que la Administración de Justicia en materia penal constituye un cometido del Estado irrenunciable y por tanto ella forma parte de la competencia natural de los tribunales que ejercen la función jurisdiccional, potestad pública que comprende la de juzgar pero también la de ejecutar sus mandatos. 
Por ende los jueces penales no pueden ser ajenos a la ejecución de sus fallos, no existiendo justificación alguna que habilite a sostener que la problemática de los penados sea un asunto ajeno o secundario para la Actividad Jurisdiccional y propio de la Actividad Administrativa, que se ha llegado a decir que podría actuar al respecto incluso con discrecionalidad.
En un régimen democrático y republicano de Gobierno el penado es un sujeto de derecho y como tal, titular de todos los derechos que le son inherentes a su condición de ser humano, entre ellos el de ser amparado por las garantías que le reconoce el Ordenamiento Jurídico. 
Por ende, con el propósito de evitar que su suerte quede librada a la discrecionalidad y devenir propios del proceder administrativo, ha de asegurársele y mantenérsele, en todo tiempo y circunstancia, bajo la mas garantista tutela de los Jueces. Y ello claro está aún cuando como consecuencia de la condena, ciertos derechos le son privados o restringidos al penado. Mas ha de permitírsele el ejercicio de todos los demás.
Podría decirse que dejar a cargo de los Jueces el proceso de ejecución de las sentencias penales de condena no consiste únicamente en generar mecanismos procesales para el control del cumplimiento de la pena, sino también para permitir que el condenado pueda ejercer su derecho de defensa, no ya naturalmente de la imputación, sino de una ejecución arbitraria o ilegal de su condena. 
La ejecución de la sentencia en verdad siempre constituye una manifestación de la función jurisdiccional, y como tal integra el proceso penal. 
El ejercicio de la función jurisdiccional en la etapa de ejecución se concretiza en la iniciativa, dirección y ordenación de esa actividad procesal, dentro de la que cabe incluir la orientada a la vigilancia del cumplimiento de lo dispuesto en la sentencia.
Por ejemplo en el Nuevo Código del Proceso Penal de Uruguay la tutela jurisdiccional de la labor administrativa en la fase de ejecución se advierte en las funciones de vigilancia y control asignadas al tribunal (arts. 288 lit. a), b), c), d), g), i), 306, 316, 321.3), y en los deberes de comunicación impuestos a la autoridad administrativa (arts. 291 in fine, 305, 320, 323.3).
Mas, ¿cuáles son los límites del control jurisdiccional de la actividad administrativa en la ejecución penal?
No cabe duda que el peso de la ejecución de las penas privativas o restrictivas de la libertad física recae -al menos actualmente- sobre el Poder Ejecutivo, en tanto es de su cargo la construcción y gestión de los establecimientos carcelarios, así como la administración de sus recursos personales, económicos y materiales, todo lo cual, por ahora, excede a las tareas inherentes al Poder Judicial. 
Adicionalmente entre los reclusos y la Administración encargada de su vigilancia nace un entramado de relaciones jurídicas en el que existen deberes y derechos, y que incluye el sometimiento de los primeros a los poderes disciplinarios de la Autoridad.
En este marco de imbricación de actividades administrativas y jurisdiccionales, debe entenderse que la actividad administrativa es instrumental y subordinada a la jurisdiccional, de donde por lo menos los Tribunales deben controlar las decisiones de la Administración.
Así y por ejemplo, en Uruguay el tribunal competente para la ejecución de las sentencias penales de condena está llamado a intervenir en el quehacer de la Administración en varios casos específicamente previstos en la ley (Nuevo C.P.P., arts. 288, 306, 316, 321, etc.), siempre en el marco del proceso penal y a los solos efectos de tomar conocimiento y/o adoptar resolución cuando estén comprometidos los derechos esenciales del penado, con el propósito de brindarle una tutela jurisdiccional efectiva.
 Fuera de dichos casos, esta tutela podrá obtenerse por las demás vías procesales previstas en el Ordenamiento Jurídico (proceso de amparo, contencioso anulatorio, contencioso reparatorio, etc.) ante los tribunales naturalmente competentes a cada efecto.

1.2. ¿Proceso de ejecución o etapa de ejecución?

Pasando a algo quizás un tanto teórico, conforme a los precisos conceptos de BARRIOS DE ÁNGELIS[footnoteRef:3] puede afirmarse que el proceso de ejecución no es la actividad procesal que sigue a una sentencia de condena, sino que el proceso de ejecución ya es tal desde el inicio de las actuaciones (con la demanda o con la acusación penal en su caso).  [3:  BARRIOS DE ÁNGELIS, Dante, El proceso civil, Idea, Montevideo, 1989, págs. 269/270.] 

Se trata de que conceptualmente proceso de ejecución es “todo proceso (ordinario, extraordinario, monitorio o de cualquier clase), con pretensión de condena”. 
	Y aclarando más el concepto añade a esas expresiones el citado autor: 
“En resumen, conocimiento es cosa diversa de ejecución; peor, todo proceso de ejecución es, por naturaleza, de conocimiento. Difieren, en cambio, los procesos de conocimiento de los procesos de ejecución en un solo aspecto: el de su finalidad práctica última: los procesos denominados de conocimiento rematan en una declaración o en una modificación de situaciones jurídicas; los procesos de ejecución rematan, precisamente, en ella. Cuando decimos rematan, nos referimos al fin objetivamente previsto, establecido por la ley como máxima posibilidad, no a la contingencia de un proceso concreto, que puede terminar de diversos modos” (es decir, terminar por ejemplo con una sentencia que desestima la pretensión de condena deducida en una demanda, o terminar con una sentencia que concluye la etapa de conocimiento de un proceso de ejecución y que se cumple voluntariamente, etc.).
	En igual sentido antes ya había manifestado el mismo BARRIOS DE ÁNGELIS[footnoteRef:4]: [4:  BARRIOS DE ÁNGELIS, Dante, BARCELONA, Graciela, ABELLA, Silka, “Naturaleza del proceso de liquidación de perjuicios establecidos por sentencia ejecutoriada”, en Arrendamientos Rurales y Liquidación de Perjuicios de AAVV, Alcali, Montevideo, 1982, pág. 86.] 

“Si el proceso no tiende nada más que a declarar o a constituir una situación jurídica nueva, se llama de conocimiento. Pero cuando el proceso, a su término completo, tiende a una modificación o un desplazamiento material o humano, es decir, cuando se desplaza o transforma a una cosa o a un hombre, física o psicológicamente, tenemos lo que llamamos proceso de ejecución”.
	Por mi parte[footnoteRef:5] y conforme lo expusiera al analizar en su momento las que entendí que eran las más útiles clasificaciones de las “Estructuras Procesales”, es decir de los procesos jurisdiccionales, tomando los conceptos del recién citado autor he expuesto que nos encontramos ante un proceso de ejecución cuando “el objeto del proceso concreto comprende el adoptar una resolución acerca de una requisitoria o petitorio de sentencia que sea (a la vez) declarativa y de condena”. [5:  ABAL OLIÚ, Alejandro, Derecho Procesal, tomo VI, 4ta. ed., F.C.U., Montevideo, 2017, pág. 137.
] 

	Se trata esta cuestión de que en los procesos de conocimiento (es decir en aquellos procesos en los que solamente se pretende en la demanda la declaración o la modificación de una situación jurídica, y no una condena), todo termina con la sentencia firme. Así que en estos casos el proceso comprende solamente lo que se ha llamado una “etapa de conocimiento” sin que luego de esta etapa exista ninguna otra actividad procesal.
	En cambio, cuando de acuerdo a los conceptos señalados se trata de procesos de ejecución -como lo son los procesos penales que nos ocupan- a esa inicial etapa de conocimiento sigue luego, en el mismo proceso, una etapa de ejecución.
	Ahora bien, no puede dejar de señalarse que al abordar el concepto de proceso o etapa de ejecución, para la Doctrina Procesal más tradicional (incluyendo, por ejemplo, a los propios CARNELUTTI y GUASP) lo que ahora nosotros llamamos “etapa de ejecución” no sería propiamente una “etapa” del proceso sino que sería, en sí misma, un “proceso” independiente, separado y autónomo del anterior. 
	Y es precisamente a esta añeja concepción de la etapa de ejecución como un proceso independiente a la que responden algunas de las denominaciones que, para individualizarla, por ejemplo emplea en ocasiones en Uruguay el Código General del Proceso, como lo hace cuando en el Título V de su Libro II se refiere a los “Procesos de Ejecución”; sin perjuicio de ello en otros lugares del mismo Código los textos no refieren al “proceso” de ejecución sino a la “etapa” de ejecución (como por ejemplo se puede leer en su art. 222.2, en el actual segundo inciso de su art. 71.2 o en el art. 373.1 en su primitiva redacción). 
	Y me permito ahora añadir que lo que estoy señalando fue también expresado hace muchos años a través de la autoridad de COUTURE[footnoteRef:6]:   [6:  COUTURE, Eduardo J., Fundamentos del Derecho Procesal Civil, tercera edición, Depalma, Buenos Aires, 1966, pág. 439.] 

“La ejecución resulta ser, en el desarrollo que se viene exponiendo en este libro, la etapa final de un largo itinerario. En el proceso humano que consiste en saber, querer y obrar, la ejecución corresponde al último tramo. En el proceso judicial también se comienza por saber los hechos y el derecho mediante el contradictorio de ambas partes y por obra del juez; luego éste decide, esto es, quiere en sentido jurídico, a cuyo querer se asigna una eficacia especial; y por último, obra, esto es, asegura prácticamente el resultado de la obra intelectual y volitiva, mediante las diversas formas exigidas por el contenido mismo de la sentencia”. 
	Y expresaba a continuación el mismo COUTURE:
“Declaración y ejecución no son, pues, dos modos de ser independientes de la jurisdicción, en relación de antecedente y consecuencia. Son sólo dos instantes unidos entre sí por una serie de vínculos tan profundos, que hacen poco menos que imposible destruir su unidad”.
Y aún más adelante indicaba COUTURE[footnoteRef:7], en forma por demás concluyente:  [7:  COUTURE, Eduardo J., Fundamentos del Derecho Procesal Civil, tercera edición, Depalma, Buenos Aires, 1966, pág. 458.
] 

“El proceso es el mismo y uno solo: sus diversas etapas no alteran su unidad. El proceso de ejecución de una sentencia no es otro proceso, sino el mismo proceso en una etapa diferente”. 
	En definitiva y aunque todavía solemos a menudo referirnos a la etapa de ejecución de un proceso jurisdiccional -incluido naturalmente el proceso penal- como a un “proceso de ejecución”, atendiendo a una más precisa conceptualización considero que debemos aceptar que esta actividad procesal posterior a una sentencia de condena no constituye un “proceso” diferente del “proceso de conocimiento”, sino tan solo la etapa final de un único proceso, el que, dada la pretensión de condena planteada desde el inicio, llamamos proceso de ejecución. 

1.3. La etapa de ejecución de las sentencias de condena de los procesos penales y el problema de la competencia

Tenemos pues que la ejecución de las sentencias penales de condena se debe cumplir a través de una etapa procesal de ejecución, y por lo tanto y como toda etapa de ejecución de sentencias, una etapa total o al menos parcialmente a cargo de los Jueces.
Aceptado lo anterior queda sin embargo por resolver cual debe ser el órgano jurisdiccional competente -es decir el tribunal- para entender en dicha etapa de ejecución de las sentencias penales de condena. 
¿Será alguno de los órganos que intervinieron en la etapa de conocimiento, como suele ocurrir cuando en general se trata de la etapa de ejecución de las sentencias de condena civiles? ¿O será un órgano jurisdiccional diferente y con específica competencia al efecto? 

2. Competencia para la etapa de ejecución de los procesos penales: ejemplos en el actual Derecho Comparado Sudamericano

2.1. Argentina

En la Argentina la ley n° 24.121 establece en su art. 72 que la ejecución penal en la Capital Federal -tanto para sentencias del fuero federal como para las del fuero nacional- debe ser llevada a cabo por unos juzgados especializados: los Juzgados Nacionales de Ejecución Penal. 
En cambio, en el Interior del país la ejecución penal de las sentencias del fuero federal es dirigida por un juez de tribunal oral federal (art. 75). Toda cuestión recursiva -federal de la Capital, federal del Interior y Nacional- es resuelta por la Cámara Federal de Casación Penal.
Asimismo, la ley n° 27.080 creó la Dirección de Control y Asistencia de Ejecución Penal del Poder Judicial de la Nación, cuya función es ejercer control sobre la etapa de ejecución penal.
El régimen de cada provincia para su Justicia local varia, y así y solo como ejemplo, en Córdoba según el art. 35bis del Código Procesal Penal la competencia para la ejecución corresponde a unos Jueces Especializados en Ejecución, aunque siempre más como control que como efectivización de la condena, lo que queda en manos de la autoridad administrativa. 
En otro ejemplo, para la Provincia de Buenos Aires el “Código Procesal Penal” de dicha provincia establece en su art. 25 que hay un juez especializado en Ejecución (siempre también en cuanto al control y no a la efectivización de la condena, que queda en manos de la Administración).

2.2. México

En México, conforme a la “Ley Nacional de Ejecución Penal” del año 2016, el especializado Juez de Ejecución Penal tiene funciones de vigilancia decisorias y consultivas, y es el encargado de la ejecución de las penas y medidas de seguridad de acuerdo al principio de legalidad y del control de la actividad penitenciaria, garantizando los derechos de los internos y corrigiendo los abusos y desviaciones que puedan producirse por parte de la administración penitenciaria. 
Dicho Juez tiene el deber de resolver en audiencia oral todas las peticiones o planteamientos de las partes relativos a la revocación de cualquier beneficio concedido a cualquier sentenciado por cualquier autoridad jurisdiccional, y todas aquellas solicitudes que por su naturaleza o importancia requieran debate o aportaciones de prueba
	En esa “Ley Nacional de Ejecución Penal” ello resulta en particular de sus artículos 24 y 25, tratándose más bien de competencias de control y supervisión, pero siempre dependiendo el sistema para la efectiva ejecución de las penas de la Autoridad Administrativa.

2.3. Panamá

Pasando ahora al ejemplo de Panamá, vemos que en su “Código del Proceso Penal” de 2008, por el que se instituyó el sistema acusatorio, se prevén tres clases de órganos judiciales específicamente penales: el Juez de Garantías, el Tribunal de Juicio (que es colegiado) y el Juez de Cumplimiento. 
Y es este último especializado órgano jurisdiccional el que según los arts. 46 y 509 a 514 del citado Código resulta competente para entender en todas las cuestiones relativas a la ejecución de las penas, aunque su competencia es en realidad solamente de contralor y supervisión, quedando la efectiva ejecución en manos de la Autoridad Administrativa. 

2.4. Paraguay

En el caso de Paraguay vemos que existen actualmente cinco Juzgados especializados en Ejecución Penal, con competencia solo a ese efecto.
No obstante, desde el punto de vista territorial solo son competentes en Asunción, puesto que en el Interior del país son competentes para la etapa de ejecución de las sentencias penales de condena los Juzgados que entendieron en la primera instancia de la etapa de conocimiento de los correspondientes procesos.

2.5. Chile

 Si observamos ahora lo que sucede en Chile, veremos que el inciso primero del artículo 113 del “Código Orgánico de Tribunales”, otorga la competencia para la etapa de ejecución de las sentencias penales de condena a los tribunales que las hayan pronunciado en primera o en única instancia.
Por su lado el artículo 468 del “Código Procesal Penal” establece que quien debe ordenar y controlar el cumplimiento de la pena es el Juez de Garantía o el Tribunal Oral en lo Penal que hubiere pronunciado la sentencia condenatoria o impuesto la medida de seguridad en primera o en única instancia.

2.6. Perú

En Perú son competentes para las sentencias condenatorias de los procesos penales los jueces que vieron el caso originalmente, esto es, los denominados Jueces de Investigación Preparatoria, reservando algunos incidentes de ejecución como los beneficios penitenciarios para el Juez Penal Unipersonal, y la acumulación, refundición y sustitución de penas al Juzgado Penal Colegiado. 
Sin embargo, el órgano encargado de controlar la ejecución efectiva de las penas depende del Poder Ejecutivo, Ministerio de Justicia - Instituto Nacional Penitenciario, órgano que se encarga de ver la ejecución de penas como las privativas de libertad, las jornadas de prestación de servicios, limitación de días libres y vigilancia electrónica. 

2.7. Guatemala

Culminando este breve repaso de algunas soluciones adoptadas en nuestro continente, vemos que en Guatemala, conforme al art. 51 de su “Código del Proceso Penal” de 1992 existen Jueces especializados de Ejecución, y “Los jueces de ejecución tendrán a su cargo la ejecución de las penas y todo lo que a ellas se relacione, conforme lo establece este Código”, aunque por cierto que su función es más de contralor de la ejecución por la autoridad administrativa que otra cosa.

3. La competencia para la etapa de ejecución de los procesos penales en Uruguay

En el Uruguay no hay para la etapa de ejecución de los procesos jurisdiccionales en general, órganos judiciales especializados. 
Así en el art. 372.1 del “Código General del Proceso” se establece que para el trámite de la etapa de ejecución “Será competente el tribunal que hubiere conocido o que le correspondiere conocer en primera instancia”.
Muy diferente es, en cambio, en este país la regulación de la competencia que se establece para la etapa de ejecución de los procesos penales.
A fines meramente ilustrativos a continuación haré mención a algunas de las diferencias existentes en Uruguay entre la ejecución de la sentencia condenatoria penal y la ejecución de la sentencia de condena civil (no penal), sin perjuicio de otras tantas que cabe incluir en este comparativo.
a) En el proceso penal, por la naturaleza de las penas o medidas de seguridad impuestas por la sentencia de condena, el cumplimiento de ésta normalmente se obtiene de modo coactivo y excepcionalmente de modo voluntario, aunque ésta última modalidad es admisible para las penas pecuniarias. 
En cambio, las sentencias de condena civiles, normalmente admiten cumplimiento voluntario, y solo en caso de incumplimiento resulta necesario recurrir a su ejecución en el marco de un proceso judicial.
b) La ejecución penal tiene como presupuesto la existencia de una sentencia ejecutoriada y en ningún caso se permite la ejecución provisional de una sentencia que aún no haya adquirido el carácter de firme (Nuevo C.P.P., art. 365). 
En cambio, en la ejecución de sentencias de condena civiles no solo se admiten medidas provisionales en general (cumpliéndose ciertos presupuestos y requisitos), sino que el C.G.P. permite la ejecución de la miasma sentencia de condena civil aún cuando esté pendiente de resolución un recurso de apelación (art. 260) o de casación (art. 275).
c) En la ejecución de sentencia de condena penal (excepto la que tiene por objeto una pena pecuniaria) el penado va dando cumplimiento al mandato judicial mientras discurre la ejecución, hasta su extinción.
En cambio, la ejecución judicial de una sentencia de condena civil presupone la persistencia de un incumplimiento por parte del condenado a lo largo de su tramitación, y el cumplimiento de la condena (es decir de la obligación de pagar, dar, hacer o no hacer) normalmente es instantáneo y le pone fin al proceso.
d) La ejecución de una sentencia de condena penal no requiere de diligencias preparatorias.
En cambio ello se exige como regla general para la ejecución de una sentencia de condena civil.
e) La ejecución de una sentencia de condena penal se promueve de oficio, inclusive cuando se trata de obtener el cumplimiento de penas pecuniarias (Nuevo C.P.P., art. 313.2) y sin necesidad de previo pedimento por el acusador público.
En cambio, la ejecución de sentencia de condena civil por regla se promueve solo a pedido de parte interesada (C.G.P., art. 371).
f) En la ejecución de sentencia de condena penal, la regla es la apelabilidad de las sentencias, salvo que la ley disponga lo contrario (C.G.P., art. 250, aplicable por remisión del art. 359.3 Nuevo C.P.P.).
En cambio, en la ejecución de sentencia de condena civil la regla es la inversa, las sentencias que se dicten en su decurso son inapelables, salvo las que la ley disponga expresamente que admiten recurso de apelación (C.G.P., art. 393).
g) En el proceso penal el tribunal competente para conocer en la primera instancia de la fase de conocimiento es distinto del que eventualmente interviene en la ejecución de la sentencia de condena, perteneciendo esta última competencia en general a los Jueces Letrados de Vigilancia y Ejecución (Nuevo C.P.P., art. 289). 
En cambio, en la ejecución de sentencia de condena civil el tribunal competente para conocer en la primera instancia de la etapa de conocimiento del proceso también lo será para  conocer en la etapa de ejecución (C.G.P., art. 372.1).

Pues bien, en Uruguay el Código del Proceso Penal en su Libro III y bajo el técnicamente erróneo nomen iuris “Del Proceso de Ejecución” -pues como vimos se trata solamente de una “etapa” de un proceso y no de un proceso- se estatuye el marco normativo aplicable a la ejecución de las sentencias de condena penales, subdividiéndose el tema en 6 Títulos: I. Disposiciones Generales; II. De las Penas Privativas de Libertad; III. De la ejecución de otras penas; IV. De la Extinción de la Pena; V. De las Medidas de Seguridad. VI. Del Proceso de Unificación de Penas.
Este conjunto normativo debe ser complementado con otras disposiciones de fuente nacional, como la Constitución, el Código Penal, leyes complementarias y reglamentos que regulan diversos aspectos inherentes a la ejecución de la sentencia penal, y normas de fuente supranacional, como los Tratados ratificados por nuestro país que imponen deberes a los Estados parte y reconocen derechos a los sujetos sometidos a enjuiciamiento criminal.
En esta materia convergen el Derecho Procesal Penal, el Derecho Penal y el Derecho Administrativo.
Es tarea del Derecho Penal definir los delitos, las penas y como han de cumplirse éstas últimas; compete al Derecho Procesal Penal instituir los órganos jurisdiccionales, las garantías procesales y el trámite a seguir para el juzgamiento y ejecución en los asuntos originados por la comisión de crímenes, delitos y faltas; y -al menos en la actualidad- corresponde al Derecho Administrativo regular la actividad orientada a la organización de la Administración Pública al respecto, su funcionamiento y su relación con los condenados. 
Especial significación asume al respecto el llamado Derecho Penitenciario, disciplina jurídica cuya autonomía y alcances aún se discuten, pero cuyo objeto se vincula indisolublemente al de aquellas otras, y ciertamente incluye la regulación de la actividad administrativa encauzada al efectivo cumplimiento de las penas y demás medidas privativas de libertad dispuestas por el órgano jurisdiccional, con el propósito de propender a la reinserción social de los reclusos, así como la relación que vincula a éstos con los sujetos de la Administración.
Además de las disciplinas jurídicas, en la ejecución penal también confluyen diversas ciencias como la Criminología, la Sociología y la Psicología.
Pues bien, los artículos del Código especialmente referidos a lo que ahora nos ocupa son en particular los arts. 287 a 289, bien que también en Uruguay la efectivización de la condena penal queda en manos de la Administración.
Añado que el Código adopta un concepto restrictivo de ejecución y regula únicamente la actividad destinada a la ejecución de las penas y medidas de seguridad impuestas por sentencia definitiva ejecutoriada (art. 286, ejusdem). Sin embargo, cabe preguntarse si las sentencias interlocutorias son pasibles de ejecución. Y bien, la actividad procesal orientada a dar cumplimiento a lo dispuesto en una sentencia interlocutoria no constituye un proceso o una fase de ejecución stricto sensu en los términos delimitados en el Nuevo C.P.P. (arts. 286, 287), y el control de su cumplimiento compete al juez de la causa que impuso la medida y no al tribunal especial de la ejecución. En el tema que nos concierne, el caso más paradigmático es la ejecución de la sentencia que dispone la prisión preventiva, que debe cumplirse por el encausado en régimen de reclusión (Nuevo C.P.P., art. 232), siendo competente para la ejecución de la misma el juez de la causa que impuso la medida y no un juez de ejecución.
Precisando el tribunal competente para el control de la etapa de ejecución penal en Uruguay diré que la Ley nº 15.750 define a la jurisdicción de los tribunales como la “potestad pública que tienen de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia determinada”.
En Uruguay el juez competente para conocer en la fase o etapa “de conocimiento” de los procesos penales naturalmente cumple –en forma predominante– la función de juzgar, comprensiva de la actividad decisoria tanto sobre la cuestión principal como sobre las cuestiones accesorias. Pero además, también es competente para ejecutar sus decisiones, ordenando la realización de los actos procesales conducentes para asegurar el efectivo cumplimiento de sus mandatos, pero únicamente respecto de las resoluciones de mero trámite y de las sentencias interlocutorias que se dicten en el curso del proceso. Pero -y esto es lo importante- carece de jurisdicción para ejecutar la sentencia definitiva, ya que una vez que ésta quede firme, este poder-deber le es asignado a los Jueces Letrados de Ejecución y Vigilancia.
El ejercicio de la potestad jurisdiccional del Juez de Ejecución y Vigilancia, en cambio, se centra en la función de controlar y vigilar el cumplimiento de lo dispuesto en la sentencia definitiva firme dictada por el tribunal de conocimiento del proceso penal; aunque también dispone de la potestad de juzgar, emitiendo decisiones sobre aquellas cuestiones accesorias que se planteen en el decurso de la ejecución; y la de ejecutar dichos mandatos. Esto último se observa cuando concede la libertad anticipada o se autorizan las salidas transitorias.
Pues bien, debo agregar que bastante recientemente fueron creados los Juzgados Letrados en lo Penal “de Ejecución”, los que por Acordada Nº 7.930 pasaron a denominarse Juzgados Letrados de Primera Instancia “de Ejecución y Vigilancia” en Montevideo y varias sedes con similar competencia material en el Interior. En Montevideo hay actualmente 5 de esos Juzgados y en el Interior hay en 3 de los 18 departamentos: Maldonado, Paysandú y Rivera. Y cuando no los hay, como sucede en la enorme mayoría de los departamentos del Interior, esa competencia es atribuida a los comunes Juzgados Letrados en lo Penal.
Para instancias superiores de lo resuelto por los jueces que actúan en la etapa de ejecución tenemos a los Tribunales de Apelaciones en lo Penal y la Suprema Corte de Justicia.
Específicamente en Uruguay los cometidos asignados a los jueces de ejecución y vigilancia, pueden agruparse en tres tipos de actividades.
a) Función de conocimiento y resolución.
En estos casos se advierte una preminencia de la actividad decisoria del tribunal, al asignarle la ley la competencia para conocer y resolver las siguientes cuestiones:
- peticiones y quejas (Nuevo C.P.P., art. 288, lit. e);
- salidas transitorias (Nuevo C.P.P., art. 288, lit. f) 
- salidas del país (Nuevo C.P.P., art. 288, lit. h);
- concesión y revocación de la libertad anticipada (Nuevo C.P.P., arts. 288, lit. J, 307);
- unificación de penas (Nuevo C.P.P., art. 288, lit. k)
- prisión domiciliaria peticionada durante la ejecución (Nuevo C.P.P., art. 304.2).

b) Función de vigilancia y control.
- Control de la vigencia y respeto de los derechos de los internos, 	
- Control del ejercicio de las potestades de la autoridad penitenciaria respecto de los internos (Nuevo C.P.P., art. 288, lit. c y d).
En esa función, compete al tribunal:
- control de regularidad de sanciones administrativas superiores a 30 días aplicadas a los penados por la autoridad penitenciaria en ejercicio de la potestad disciplinaria. 
- control de la clasificación, progresión, regresión y traslado de los reclusos (Nuevo C.P.P., arts. 288 lit.d; 306.4). 	
- conocimiento de las internaciones hospitalarias (Nuevo C.P.P., art. 288, lit. g);
- realización de visitas o inspecciones a los establecimientos carcelarios (Nuevo C.P.P., art. 288, lit. i).
c) Función de comunicación.
Otra función o actividad que compete al tribunal es la de comunicación. 
En la fase de ejecución de la sentencia penal tendrán intervención otros órganos del Poder Judicial o del Poder Ejecutivo, en ejercicio de función administrativa y cuyos cometidos surgen de leyes especiales. 
En algunos casos se trata de órganos que primordialmente desarrollan función de registro e información, como es el Instituto Técnico Forense, que integra la estructura del Poder Judicial.
En otros casos, el tribunal cumplirá una función de comunicación y provocará la intervención de otros Poderes u organismos del Estado en atención a las potestades que a ésos le atribuye la ley en cuanto al control y fiscalización del cumplimiento de la pena. Es así que en la implementación del régimen de reclusión y rehabilitación del penado sobre el que recayó pena privativa de libertad y/o sujetos sometidos a medidas de seguridad eliminativas o preventivas, tendrán intervención diversos órganos del Poder Ejecutivo (Ministerio del Interior) actuando dentro del marco de sus respectivas competencias: como el Instituto Nacional de Rehabilitación (I.N.R.), la Oficina de Seguimiento de la Libertad Asistida, la Dirección Nacional de Apoyo al Liberado , el Instituto Nacional de Criminología (INACRI), el Patronato del Psicópata, la Junta Nacional de Drogas, e incluso el Comisionado Parlamentario, cuyo cometido principal es prestar asesoramiento al Poder Legislativo en su función de control del cumplimiento de la normativa constitucional, legal o reglamentaria vigente, y de los convenios internacionales ratificados por la República, referidos a la situación de las personas privadas de libertad en virtud de proceso judicial. Igualmente le compete la supervisión de la actividad de los organismos encargados de la República y se integra por los titulares de las Subsecretarías de los Ministerios de Interior, Relaciones Exteriores, Economía y Finanzas, Defensa Nacional, Educación y Cultura, Trabajo y Seguridad Social, Salud Pública, Turismo y Desarrollo Social, el Secretario General de la Secretaría Nacional de Drogas y el Secretario Nacional para la Lucha Contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo.

4. Aún más allá: ¿un cometido del Poder Judicial?
	
	Aún sin ingresar directamente en ello, no puede concluirse esta exposición sin plantear si aún más allá de la conveniencia de la existencia de Juzgados Especializados para intervenir en la Ejecución de las Sentencias de Condena Penales, no debería en verdad propenderse a que toda la ejecución de dichas sentencias -incluyendo la dirección y gestión de los establecimientos de detención- se encuentre directamente a cargo del Poder Judicial, como lo está la ejecución de todas las demás sentencias no penales.
	Indudablemente cuestiones presupuestales -aunque ellas serían en tal sentido quizás remediables sin enormes dificultades- más en especial cuestiones atinentes a la preparación y disponibilidad del Poder Judicial, de sus autoridades y de sus funcionarios, para gestionar los establecimientos de detención tendrían que ser vencidas para que la ejecución total de las sentencia de condena en materia penal se cumpla, como la ejecución de la sentencia de cualquier otra materia, por el propio Poder Judicial, sin necesidad de la injerencia de la Administración.

5. Conclusión

De por lo menos las previsiones contenidas en general en las constituciones, en el art. 5, 2 de la “Convención Americana sobre los Derechos Humanos”, en el art. 10 del “Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos”, y en la cláusula XXV de la “Declaración Americana de los Derechos del Hombre”, se desprende la regla general del trato humanitario en la ejecución de las sentencias de condena de los procesos penales. 
Por tal motivo se ha dicho que la dignidad de la persona humana, junto al ineludible fin resocializador de la pena, han abierto paso a la necesidad de por lo menos contar con jueces especializados, que diferenciándose del Tribunal que impuso la condena, realicen un efectivo control del penado durante el tiempo que insuma el cumplimiento de su pena. 
Por ello es que, como por ejemplo ha dicho CAFFERATA NORES, resulta “conveniente la separación del tribunal de ejecución respecto del que ha condenado al imputado, que puede tener una visión sesgada hacia el pasado. Aquél, en cambio, deberá visualizar el presente y el futuro del condenado en el proceso de readaptación”.
La ejecución de la sentencia constituye una parte esencial del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y como tal reviste trascendental importancia para dar efectividad a la cláusula del estado social y democrático, que implica, entre otras manifestaciones, la sujeción de los ciudadanos y de la administración pública al Ordenamiento Jurídico y a las decisiones que adoptan los tribunales en ejercicio de la función jurisdiccional.
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